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Mérída, 4 de Agosto de 1905, 



Al G. Jiez de DMo es el Estado. 



PRESENTE. 




'STANDO ^n tiempo de alegar el juicio 
de amparo promovido por el soldado 
Alvaro Cámara contra la sentencia que 
lo condenó á sufrir tres afios de prisión 
por abandono del puesto de centinela, emito á 
Ud. este informe que, apoyado en las pruebas 
rendidas, demostrará satisfactoriamente la jus- 
tificación con que procedió el Tribunal que con- 
denó al quejoso. 

Comienzo por llamar especialmente la ilus- 
trada atención de Ud. hacia la circunstancia de 
que Alvaro Cámara altera los hechos al relatar- 
los en su demanda de amparo. Su escrito prin- 
cipia con un largo exordio lleno de cargos dirigi- 
dos contra el Comandante del Cuerpo de Seguri- 
dad Pública, contra el Jefe Político de Marida y 



Digitized by LjOOQIC 



— 6 - 

contra otros funcionarios públicos á quie- 
nes ataca con tanta rudeza como injusticia^ y 
después de referir antecedentes que no se relacio- 
nan con su delito, que no manifestó en sus decla- 
raciones al ser juzgado y que en el juicio de am- 
paro no ha intentado comprobar, asegura el 
quejoso que fué el Comandante C. Felipe Villamil 
quien lo consignó al servicio militar por espíritu 
de venganza. Esta primera aseveración de Al- 
varo Cámara es falsa, y la falsedad se comprue- 
ba con la propia declaración que emitió él mis- 
mo en su proceso diciendo que entró á dar el ser- 
vicio consignado por la Jefatura Política. Que 
ésto último es lo cierto, demuéstralo la certifica- 
ción que tiene Ud. en sus autos y de la cual apa- 
rece que Alvaro Cámara fué consignado al servi- 
cio de las armas por haberle tocado en tumo 
conforme á la ley. Conviene advertir desde lue- 
go que la consignación del quejoso al servicio de 
las armas no sólo es un acto legítimo de la au- 
toridad política de Mérida, sino también un acto 
que debe reputarse consentido por dos razo^ 
nes concluyentes y son, á saber: 1* que el mismo 
Cámara en el párrafo quinto de su demanda 
de amparo manifiesta que aceptó la consigna^ 
ción conformándose así con ella; y 2^ que no la 
reclamó en la vía de amparo dentro del término 
que fija el inciso C, fracción V, artículo 779 del 
Código de Procedimientos Federales, puesto que 
el servicio de seguridad pública no se le impuso 
como una pena sino como el cumplimiento de un 
deber que pesa igualmente sobre todos los ciu- 
dadanos. 
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En el párrafo octavo de la demanda de am- 
paro dice Cámara, refiriéndose al hecho que dio 
lugar á su proceso y condena, que el Cabo José 
Delgado lo hizo relevar del puesto de centinela 
que ocupaba para encerrarlo en un calabozo; 
pero que, como antes de encerrarlo comenzó Del- 
gado á pegarle, huyendo de los golpes corrió á 
la calle. En la declaración que el mismo Cáma- 
ra emitió y suscribió ante el Juez instructor de 
su causa, sólo dijo que el Cabo había tratado 
de pegarle, lo cual es muy distinto de haberle pe- 
gado. El Cabo José Delgado y los soldados 
Guadalupe Chán y José Moó que presenciaron el 
acto, declararon que Cámara, estando de centi- 
nela, entró en contestaciones con el primero, y 
que 8ÍD babor sido relevado de su puesto corrió á 
kt calle dejando el puesto abandonado y dejando 
abandonada también el arma que portaba. Los 
mismos testigos declararon, además, que Cámar 
ra fué perseguido en su fuga; pero que, aunque 
fué alcanzado, se resistió á volver y no se quiso 
emplear contra él violencia alguna para no dar 
al público un espectáculo escandaloso. El Cabo y 
los testigos fueron careados debidamente con el 
reo, y todos sostuvieron sus declaraciones. 

Dice también Alvaro Cámara que fué el Co- 
mandante Villamil quien lo consignó al Tribunal 
Militar y también es esto falso; pues como puede 
verse por las constancias certificadas que obran 
en autos, el parte respectivo se dio por los con- 
ductos debidos y fué el Gobernador del Estado 
el que dictó la orden de proceder. 

Tampoco es cierto que se hubiese omitido no- 
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tificar al reo la ejecutoria de segunda instancia. 
En el certificado que se rindió como justificante 
del respectivo informe, puede verse la diligencia 
de notificación legal y oportunamente practica- 
da con el sentenciado. 

Por último, el defensor, C. Ignacio Lizarraga, 
no fué impuesto al reo sino elegido por éste, y 
hasta es de notarse que el propio Cámara repro- 
dujo y confirmó dicho nombramiento para su de- 
fensa de segunda instancia, demostrando así que 
no tenía queja alguna de su patrono. Todo esto 
consta también de autos. 

Sirvieron de base al proceso de Alvaro Cá- 
mara las leyes del Estado expedidas en 14 de oc- 
tubre de 1903 y 31 de marzo de 1904. La pri- 
mera de dichas leyes adoptó los ordenamientos 
supremos del Ejército mandando que se aplicaran 
á la Policía rural y urbana y á todas las fuerzas 
activas del Estado, hasta donde pudiesen apli- 
cárseles, y la segunda estableció los Tribunales 
Militares encargados de hacer la aplicación. El 
texto íntegro de ambas leyes se encuentra en los 
autos del juicio de amparo; y como la demanda 
se dirige de un modo especial á atacar la legiti- 
midad constitucional de las mismas, se hace ne- 
cesario examinarlas en tal terreno lo cual paso 
desde luego á verificar. 

Es innegable que en todo tiempo y en todas 
partes toda autoridad legítima tiene el derecho 
y el deber de hacerse respetar. De aquí nace la 
necesidad de que el poder público disponga de la 
fuerza material indispensable para imponer la 
obediencia, pues de otro modo quedarían burla- 
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das sus determinaciones y se entronizarían la a- 
narquíay el desorden en la sociedad. De esta im- 
periosa necesidad de imponer respeto no están ni 
pueden estar exentas las autoridades locales en 
el régimen interior de los Estados que constitu- 
yen la Unión Mexicana, porque no es la Federa- 
ción sino cada Estado, por medio de su gobierno 
propio, quien debe guardar el orden, conservar la 
tranquilidad pública é imponer la observancia de 
las leyes dentro de los límites de cada entidad fe- 
derativa. Es pues indudable que el gobierno de 
cada Estado puede y debe tener la fuerza mate- 
rial necesaria para hacer cumplir sus determina- 
ciones. Y esta fuerza no puede ser sino la fuerza 
de las armas, porque ninguna otra se concibe que 
téngala eficacia que requiere tal objeto. Esta es 
la razón legítima de las fuerzas activas que en 
todos los Estados déla República existen y á las 
cuales suele darse impropiamente el nombre de 
Guardia Nacional. Su misión es puramente lo- 
cal y exclusivamente de seguridad pública inte- 
rior. En este concepto, su organización, arma- 
mento, instrucción y disciplina pertenecen sin 
duda alguna al régimen interior de loe Estados, 
puesto que no forman parte del Ejército Perma- 
mente ni constituyen en realidad la Guardia Na- 
cional propiamente dicha. La existencia real de 
estas fuerzas en los Estados, laiegítima necesi- 
dad de su institución, su índole, su objeto y su 
carácter local, han sido siempre admitidos, reco- 
nocidos y autorizados por la Federación en diver- 
sas leyes, siendo una de tantas aquella que las 
considera como reservas del Ejército de la Repú- 
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blica. En Yucatán existe y ha existido siempre 
tal fuerza, y al servicio de ella fué consignado el 
quejoso Alvaro Cámara, como soldado, el día 3 
de Agosto de 1904, por haberle tocado en rigu- 
roso turno el servicio de las armas. 

No parece necesario decir que en una fuerza pú- 
blica destinada á garantizar el orden en la socie- 
dad es indispensable establecer la disciplina mili- 
tar que es esencial en toda fuerza armada. Tam- 
bién salta á la vista la necesidad de cuidar con 
todo empeño su organización, su armamento y 
su instrucción si se quiere que llene satisfactoria- 
mente su cometido. De otro modo^ la s(X5Íedad 
recogería males sin cuento en vez de los bienes 
que debe esperar de semejante institución. 

Años atras,el servicio de la fuerza pública era 
en Yucatán una fuente inagotable de inicuas ar- 
bitrariedades y de injustificables vejaciones para 
el pueblo á quien se hacía víctima de indignan es- 
peculaciones. El actual Gobernante del Estado 
que con tanto ardor se ha consagrado á depurar 
todos los ramos déla Administración, y que des- 
de el primer día se preocupó con la notoria defi- 
ciencia que acusaba el ramo de seguridad pública, 
dedicó especial atención á su mejoramiento y no 
tardó en manifestarse el fruto de sus esfuerzos que 
palpan, reconocen y confiesan todos los hombres 
de buena fé: ya no hay soldados ni agentes de po- 
licía dedicados al servicio de intereses privados; 
el personal de la gendarmería, constante y cuida- 
dosamente seleccionado, es hoy una garantía real 
y positiva para la sociedad, y hasta en su aspec- 
to exterior es digno de un pueblo culto; el servi- 



Digitized by LjOOQIC 



- 11 - 

cío auxiliar de seguridad pública (que suele lla- 
marse de Guardia Nacional), se reparte equitati- 
vamente entre todos los que tienen obligación de 
prestarlo, sin preferencias odiosas, sin excepciones 
injustas, sin criminales exacciones; y como resul- 
tado final del celo infatigable del Jefe del Estado 
en tan importante ramo, se ve actualmente que 
los delitos son perseguidos con éxito y severa- 
mente castigados, mientras la gente honrada se 
entrega tranquila á sus faenas confiada en la se- 
guridad que le proporciona una Administra- 
ción que tanto se desvela por el bien público. 

Desde el principio pudo advertirse que hacía 
falta en el Estado un cuerpo de leyes especialmen- 
te enderezado á mejorar el servicio de la seguri- 
dad pública. Hacíase sentir, en efecto, la necesi- 
dad deque unabuena organización, un armamen- 
to adecuado, una instrucción suficiente y una 
disciplina severa en los guardianes del orden, die- 
ran un fundamento sólido á la confianza que era 
preciso infundir y arraigar en la sociedad. Era 
preciso castigar con el debido rigor á aquellos 
que con sus delitos ó faltas ponen en riesgo la tran- 
quilidad y el orden que están obligados á cuidar; 
pero al mismo tiempo era de estricta justicia que 
al juzgarlos se les dieran todas las garantías ne- 
cesarias á su defensa, á fin de que la naturaleza 
peculiar de sus delitos ó faltas y el grado de su 
responsabilidad se aquilataran en su justo valor. 
Absurdo era que se considerase como un simple 
abandono de empleo común y se castigara con la 
pena irrisoria de destitución el hecho de que un 
guardián del orden público abandonara su pues- 



Digitized by LjOOQIC 



- 12 - 

to con gravísimo riesgo para la sociedad. Pena 
semejante, tratándose de una verdadera deser- 
ciÓD, si se atiende á que el servicio de las armas 
nunca ó muy rara vez se presta con buena volun- 
tad, lejos de ser una pena capaz de prevenir el de- 
lito sancionado con ella, era más bien un incen- 
tivo poderoso para incidir en el delito que con ella 
se pretendía evitar. En cambio, era una injusti- 
cia notoria que fuera equiparado á un simple 
paisano el soldado, gendarme ó guardián del or- 
den público que en cumplimiento de sus deberes 
tuviese qué hacer uso desús armas, y que se esti- 
maran en contra suya la portación y el uso de 
esas mismas armas que en la mano se les ponen 
para facilitar y hacer efectivas las funciones de su 
cargo. Estos ejemplos, á los cuales podrían aña- 
dirse otros muchos, demuestran claramente que 
el servicio de seguridad pública, como todos los 
servicios de las armas, requieren en la ley precep- 
tos encaminados á garantizar su eficacia y que, 
al mismo tiempo, garanticen á quienes lo prestan 
contra los errores en que los tribunales comunes 
pueden caer al juzgarlos delitos del orden militar. 
Tratándose de llenar este vacío de nuestra 
legislación local, lo más propio y lo más expedi- 
to era acudir á la fuente de nuestra legislación 
federal y tomar de ella lo que en el Estado se ne- 
cesitaba. Esto fué lo que hizo nuestro Congreso 
al expedir las leyes de 14 de Octubre de 1903 y de 
31 de Marzo de 1904 que adoptaron con algu- 
nas modificaciones los ordenamientos supremos 
dictados para el Ejército y mandaron que, con 
tales modificaciones, se aplicasen á las fuerzas 
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activas del Estado dichos ordenamientos. Es- 
tos, por tanto, á virtud de la adopción expresada, 
tienen en Yucatán un doble carácter: el primitivo, 
de leyes federales, y el posterior de leyes pro- 
pias del Estado. En su primer concepto, claro 
es que no pueden aplicarlos sino los tribunales 
creados por ellos, y que sólo pueden aplicarse en 
los casos que esos mismos ordenamientos precep- 
túan; pero en el segundo concepto, es decir, como 
leyes propias del Estado, adoptadas por éste en 
su régimen interior, claro es también que, con las 
modificaciones establecidas en las leyes de adop- 
ción, los tribunales creados por la ley local de 31 
de Marzo de 1904 pueden y deben aplicarlos en 
los casos que demarca la ley local de 14 de Octu- 
bre de 1903. 

El hecho de que los Estados adopten para su 
régimen interior leyes de origen federal no es nue- 
vo. El Código Civil, el de Procedimientos Civiles, 
el Penal y el de Procedimientos Penales que pri- 
mitiva y originariamente sólo se expidieron para 
el Distrito y para los Territorios federales, han 
sido adoptados en toda la República, literalmen- 
te en algunos Estados y con leves modificaciones 
en otros. El mismo cuerpo de leyes que en la Ca- 
pital de la República se denomina Código Civil 
del Distrito Federal, se llama aquí Código Civil 
de Yucatán y en otras partes se titula Código 
Civil de Campeche, de Tabasco^ de Veracruz, etc., 
etc. ¿Qué razón puede haber para que con la legis- 
lación militar no pueda hacerse otro tanto siem- 
pre que los Estados, al adoptarla, respeten todo 
aquello que como lo relativo á la clase especial 
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de armamento, uniformes y demás circunstan- 
cias exclusivas del Ejército Permanente no les 
es lícito adoptar? Cuando los tribunales del Es- 
tado dirimen una contención civil 6 criminal del 
orden común aplicando los preceptos contenidos 
en los respectivos códigos adoptados, no puede 
decirse que inexactamente aplican en Yucatán 
leyes federales dictadas exclusivamente para el 
Distrito Federal y para los Territorios de la 
República, aunque los preceptos aplicados 
sean exactamente iguales á aquellos de que 
se copiaron, porque esos mismos preceptos de- 
ben considerarse revestidos de un doble carác- 
ter siendo al mismo tiempo leyes de la federa- 
ción y leyes propias y particulares del Estado 
que en su régimen interior las adopta y las apli- 
ca. Otro tanto acontece actualmente con la le- 
gislación militar que, expedida y promulgada por 
la Federación para la Armada y para el Ejército 
de la República, ha sido adoptada por el Estado 
de Yucatán para regir sobre las fuerzas activas 
de su régimen interior. La ley penal militar y el 
procedimiento del fuero de guerra han sido apli- 
cados al reo Alvaro Cámara, no como leyes fede- 
rales, sino como leyes locales, y en este concepto 
debe examinarse si procede ó no procede el ampa- 
ro solicitado. 

El quejoso reclama en primer lugar la ga- 
rantía consignada en el artículo 14 de la Cons- 
titución Federal, que dice violada en su persona 
con el hecho de haber sido juzgado y sentenciado 
por las leyes militares que normaron la sustan- 
ciación y la decisión de su proceso. Al examinar 
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este capítulo de la demanda de amparo debe te- 
nerse á la vista el precepto constitucional que se 
dice infringido y que, á la letra, es como sigue: 

" No se podrá expedir ninguna ley retroacti- 
va. Nadie puede ser juzgado ni sentenciado sino 
por leyes dadas con anterioridad al becbo y 
exactamente aplicadas á él por el Tribunal que 
previamente haya establecido la ley.'' 

Dispone este precepto lo siguiente: Que no se 
dé á ninguna ley efecto retroactivo, y no se ha 
faltado á esto en el caso de que se trata, puesto 
que ninguna de las leyes aplicadas en el caso es 
posterior al delito juzgado; que nadie sea juzga- 
do ni sentenciado sino por leyes anteriores al 
hecho, y ésto se ha cumplido en el caso actual 
toda vez que el quejoso ha sido juzgado y sen- 
tenciado por leyes dadas con anterioridad á su 
delito; que las leyes sean exactamente aplicadas 
al hecho, y al hecho 6 delito del quejoso se le 
aplicó exactamente la ley que lo sanciona; y fi- 
nalmente, que haga la aplicación el tribunal 
previamente establecido por la ley, lo cual, en el ca- 
so de que se trata, se observó también con toda 
puntualidad. Para comprobar todo ésto basta 
tener en cuenta que Alvaro Cámara delinquió el 
día 13 de septiembre último, que se le juzgó confor- 
me á la ley de 14 de octubre de 190^, que aplicó 
la ley un tribunal creado el 31 de marzo de 1904 
y que al delito se aplicó exactamenue la pena 
con que la ley lo sanciona. 

No se necesita más para venir en conoci- 
miento de que no se ha violado en perjuicio 
de Alvaro Cámara la garantía consignada en el 
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artículo 14 de la Constitución Federal Mexicana. 
Sin embargo, para dejar más ampliamente dilu- 
cidado este punto de su querella, voy á rebatir- 
lo en el terreno en que el quejoso lo plantea. Ar- 
guye Cámara que la legislación militar sólo ha 
sido dictada para el Ejército; que, por tanto, 
sólo puede ser aplicable á los individuos del Ejér- 
cito; que él no pertenece ni ha pertenecido nunca 
al Ejército, y que en este concepto á él no pue- 
de serle aplicableloque e& especialmente aplicable 
al Ejército y nada más que al Ejército. En este 
razonamiento se echa en olvido que la legisla- 
ción militar, además del de federal, tiene el ca- 
rácter de legislación local, y que en tal concepto 
puede y debe ser aplicada á los delitos que come- 
tan los que, como Alvaro Cámara, pertenezcan 
á cualquiera de las fuerzas activas del Estado y 
delincan en materia militar. Otro defecto del 
mismo razonamiento consiste en que se da por 
cierto en él que la Constitución ordena que las le- 
yes sean especialmente aplicables á los indivi- 
duos, siendo así que lo que realmente manda el 
precepto supremo es que las leyes sean exacta- 
mente aplicadas á los hechos lo cual es muy dis- 
tinto. Cierto es que la ley debe ser aplicable pa- 
ra que pueda ser aplicada; pero aplicable es to- 
do lo que puede ó debe aplicarse, y es notorio 
que, en el caso de que se trata, la legislación mi- 
litar del Estado ha debido aplicarse y se ha po- 
dido aplicar al soldado Alvaro Cámara como 
reo convicto de un delito definido y sancionado 
por la ley á que estaba sujeto como miembro de 
la fuerza armada á que pertenecía. 
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El quejoso sostiene en su demanda de a^papo* 
que ha sido violado también en perjuicio wiyi) lo- 
dispuesto en el artículo 13 de la Goa»titu«ién 
Federal cuyo texto literal es como 8%ue: 

"En la Eepública Mexicana nadie puede »er 
juzgjadopor ]Bje& privativa/» ni por tribunales 
especiarles. Ninguna persona ó corporación pue- 
de tener fueros ni gozar emolum^entos quauiO 
sean compensación de un servicio publico y es- 
tén fijado» por la ley. Subsiste el ñiero degWBh 
rra solamente para los delitos que tengan: exac- 
ta conexión con la disciplina militat. La ley 
fijftrá con toda claridad los casos de esta excep^ 
ción. 

Para toda persona qrue esté siquiera median 
naimente versada en el ramo de nuestro deirechot 
constitucional, e& evidente que tal precepto fué 
diarigido por lo* constituyentes mexicanoa Qcmr 
tra los privilegios odiosos de que antiguamente 
gozaban algunas personas ó corporaciones, con 
el fiftí de establecer la igualdad ante la ley. Con- 
denadas las leyes privativae, acabáronse los pri- 
vilegios y fueros de la nobleza y del clero c^xm 
individuos estaban en otro tiempo fuera del al- 
cance de la justicia ordinaria. Prohibidos l0«< 
tribunales especialesi, hiciéronse imposible» las 
antiguas comisiones, los jueces delegado»^, que- el 
antiguo derecho permitía y qi^ el despotismo 
aprovecha*ba para perder á »mt5. enemigo» eut- 
briendo crímenes horrendos con el manto de lai 
justicia. Por razones de necesidad y de conve- 
niencia pública tenían qué escapar de la pros- 
criptáón y conservarse los fueros dfe que no piue- 
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de despojarse á los depositarios de la autoridad 
sin comprometer los legítimos intereses sociales, y 
el precepto sui^remo se colocó en lo justo al con- 
sagrarlos como compensación de un servicio 
prestado á la sociedad. El fuero de guerra que 
antiguamente cubría á los militares en su per- 
sona, en su familia y en sus bienes, fué reducido á 
sus límites racionales quedando restringido a 
los delitos y faltas del orden puramente militar. 
Como actores ó como reos, en los juicios civiles, 
militares y paisanos están igualmente sometidos 
á la jurisdicción común, y también lo están en 
toda materia penal extraña al ejercicio délas ar- 
mas como el adulterio, la calumnia y otros de- 
litos semejantes; pero cuando el delito ó la falta 
afectan de un modo directo á la disciplina mili- 
tar, como sucede en los casos de deserción, insu- 
bordinación y otros de igual naturaleza, la apli- 
cación de las leyes y la competencia de los tribu- 
nales del fuero de guerra son de una legitimidad 
constitucional incontestable ante los términos 
claros y precisos del artículo 13 de nuestra su- 
prema ley. 

De lo expuesto se deduce que sólo son leyes 
privativas y contrarias al precepto constitucio- 
nal, las que escudan contra el derecho común 
á una persona, corporación ó casta por mero 
favor de la ley, sin que la excepción se funde en 
las ineludibles exigencias de la naturaleza ó eíi 
las necesidades imperiosas del organismo social. 
Si así no fuera, resultarían anticonstitucionales 
las leyes que establecen el modo de juzgar á los 
altos funcionarios de la Federación y de los Es- 
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tados, las que norman la capacidad jurídica de 
las mujeres casadas, las que definen la responsa- 
bilidad criminal de los menores de edad, y todas 
aquellas, en fin, que constituyen excepciones de- 
terminadas á una regla general. 

Despréndese también del texto supremo que 
por tribunales especiales sólo debemos entender 
aquellos que arbitrariamente se establecen para 
conocer en un caso particularmente determina- 
do. El carácter distintivo de estos tribunales, 
el que los convirtió en instrumentos favoritos de 
la tiranía, el que los hizo execrables á los ojos 
de la humanidad, es que se constituían siempre 
ex-post facto, dando lugar á que los enemigos de 
la víctima ó los sicarios del tirano tomaran el 
nombre de jueces para funcionar como asesinos. 
Tal fué, según Escriche, el tribunal que hizo de- 
capitar á Montagú en tiempo de Carlos VI [Dic- 
cionario de Legislación y Jurisprudencia. Voz 
^'Comisión"]. Lasóla circunstancia de que un 
tribunal cualquiera tenga funciones determinadas 
en algún ramo, determinado también, de la ad- 
ministración de justicia, no hace de él un tribu- 
nal especial en el sentido que da la Constitución á 
tal vocablo si ese tribunal no ha sido establecido á 
posterior! para juzgar á personas individual- 
mente determinadas por hechos anteriores á la 
creación de semejante tribunal. Negar esta ver- 
dad indiscutible conduciría derechamente á des- 
conocer la legitimidad, no sólo de la institución 
délos jurados, sino la de los tribunales todos, des- 
de el Juzgado de Paz hasta la Suprema Corte de 
Justicia, dado que todos ellos funcionan con 
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procedimientos propios, con jurisdicciones detw- 
minadas, en grados distintos y en materias y ra- 
mos diferentes. 

Tratando de fundar la conculcacidn del artí- 
culo 13 de la Constitución, el sentenciado Alvaro 
Cámara trastorna los términos propios del pre- 
cepto diciendo en el párrafo duodécimo de su 
(iemanda de amparo que la ley local de 31 de 
marzo de 1904 "creó tribunales privativos y es- 
pedajes que juzgaran militarmente á quienes no 
siendo militares se les aplican las ordenanzas 
ád Ejército Permanente. ' ' Más adelante, en el pá- 
rrafo decimosexto, añade que no estando él inves- 
tido de carácter militar, debe conceptuarle que el 
tribunal que lo condenó fué un tribunal especial 
que lo juzgó por leyes privativas y por un delito 
que no tiene, á juicio suyo, exacta conexión coa 
la disciplina que al Ejército reclaman ms orde- 
nanzas. Después de citado literalmente el tex- 
to constitucional y de dilucidado lo que debe en- 
tenderse por leyes privativas y por tribunales 
especiales, no parece necesario demostrar <5[ue 
Alvaro Cámara no ha sido juzgado por leyes 
privativas ni por un tribunal especial. Tampo- 
co se necesita insistir en la demostración de que 
la ley penal que se le aplicó, se le impuso <x)mo 
ley penal de las fuerzas activas del Estado de 
Yucatán y no como ley penal del Ejército Per- 
manente de la República. Ninguno de semejan- 
tes puntos merece ni requiere nueva demostra- 
ción. Pero hay en los razonamientos del quejo- 
so otras inexactitudes que no deben pasar inad- 
vertidas y son las que paso enseguida á detallar. 
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El quejoso supone que sólo son militares los 
iadividuos que pertenecen al Ejército, y de tal 
suposición parte para sostener que, porno ha- 
ber pertenecido al Ejército no ha debido juzgár- 
sele revestido de carácter militar ni se ha debido 
procesarle y condenarle como tal. El supuesto 
0s notoriamente falso. De toda persona que 
presta como Alvaro Cámara prestaba el servicio 
público de las armas, puede con toda propiedad 
decirse que ejerce funciones militares. Ninguna 
ley existe que atribuya exclusivamente á los in- 
dividuos del Ejército el carácter militar. Si un 
día cualquiera llegara á establecerse formalmen- 
te la Giuardia Nacional, es indudable que sería 
una institución esencialmente militar, y que sus 
componentes serían verdaderos militares á 
quienes sería preciso someter á la indis- 
pensable disciplina. De igual modo, y por 
las mismas razones, todas las fuerzas ac- 
tivas de los Estados, aunque no sean tropas 
permanentes, aunque no formen parte dd 
Ejército Nacional, aunque sólo sean milicias lo- 
cales de seguridad pública interior, por el sólo 
hecho de ser fuerzas armadas, pueden y deben 
reputarse militares y debe establecerse en ellas 
la disciplina militar. Gomo consecuencia de 
esto, toda falta ó delito que cometan las perso- 
nas encargadas de tal servicio, si la falta ó de- 
lito constituye una contravención á la discipli- 
na, reviste un carácter militar que obligva á con- 
siderarla, juzgarla y castigarla como tal. 

Al ordenar el artículo 13 de la Constitución 
Federal que el fuero de guerra subsistiese sola- 
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mente para los delitos y faltas que tengan exac- 
ta conexión con la disciplina militar, no restrin- 
gió tal fuero á sólo el Ejercito Permanente, como 
Alvaro Cámara supone, sino lo extendió á todo 
delito ó falta de carácter militar. No sólo de- 
muestra esta verdad la amplitud del texto su- 
premo, sino también lo absurdo que sería admitir 
que sólo en el Ejército debe haber disciplina ny li- 
tar cuando la razón y la necesidad exigen que 
la haya también en la marina de guerra, en la 
Guardia Nacional, en las fuerzas activas de los 
Estados y, para decirlo de una vez, en toda fuer- 
za de armas organizada para el servicio público 
por autoridad legítima, sea ésta de la Federación 
ó de los Estados, y ya tenga por objeto asegurar 
la independencia nacional, ó bien guardar el orden 
público en el régimen interior de cada una de 
las entidades federativas mexicanas. Lo único 
que la Constitución exige en lo tocante al fuero 
de guerra que deja subsistente en lo relativo á 
los delitos ó faltas de carácter militar, es que la 
ley fije con toda claridad los casos de esta excep- 
ción; y tal exigencia está cumplida en nuetra le- 
gislación local desde el momento en que la ley- 
militar del Estado fija con toda precisión, como 
lo hace la ley penal militar de la Federación, cuá- 
les son los delitos y faltas que tienen cone- 
xión exacta con la disciplina militar y determina, 
también, qué fuerzas están sometidas en Yuca- 
tán á la disciplina de las armas. Que uno de ta- 
les delitos es el de abandono del puesto de centi- 
nela, no necesita demostrarse; y que este delito 
fué el que Alvaro Cámara cometió, el que dio lu- 
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gar á su proceso, el que motivó su condena, com- 
probado se encuentra en el juicio de amparo. 

Para que no quede sin contestación ninguno 
de los capítulos de la demanda de amparo, se 
hace preciso añadir que, como es público y noto- 
rio, no hay en Yucatán tropas permanentes ni 
se ha tratado nunca en el Estado de orgamizar 
ni reglamentar la Guardia Nacional. El Gobier- 
no local sólo tiene fuerzas de seguridad pública 
para su régimen interior; estas fuerzas no son la 
guardia nacional á que la Constitución se refie- 
re; no son, tampoco, tropas permanentes; son 
fuezas locales que se renuevan periódica y regu- 
larmente, y á cuyo servicio están obligados to- 
dos los ciudadanos conforme á las leyes genera- 
les de la Kepública y á las particulares del Es- 
tado. 

De todo lo expusto se infiere necesariamente 
que no existe ninguna de las violaciones que en 
la vía de amparo reclama el reo sentenciado, Al- 
varo Cámara, á quien, por tanto, no debe prote- 
jer la justicia de la Unión contra el acto legítimo 
que sin razón impugna, y así concluyo pidiendo 
al respetable tribunal de Ud. se digne resolverlo 
definitivamente. 

Protesto á Ud. mi atenta y distinguida con- 
sideración. 

El Coronel Presidente, 
J. ClREROL. 

El Secretario, 

Lie. Alfonso A. Arce. 
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